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TRIBUNAL CONSTITUCIONAL

Recursos de inconstitucionalidad

RECURSO DE INCONSTITUCIONALIDAD 
n.º 7456-2010, en relación con el ar-
tículo 130.4 en conexión con el artículo 
130.1.b) de la Ley 10/2010, de 9 de julio, 
de la Generalitat, de Ordenación y Gestión 
de la Función Pública Valenciana. («BOE» 
núm. 276 de 15 de noviembre de 2010.)

El Pleno del Tribunal Constitucional, 
por providencia de 3 de noviembre ac-
tual, ha admitido a trámite el recurso de 
inconstitucionalidad número 7456-2010, 
promovido por el Presidente del Go-
bierno, en relación con el artículo 130.4 
en conexión con el artículo 130.1.b) de 
la Ley 10/2010, de 9 de julio, de la Ge-
neralitat, de Ordenación y Gestión de la 
Función Pública Valenciana. Y se hace 
constar que por el Presidente del Go-
bierno se ha invocado el artículo 161.2 
de la Constitución, lo que produce la sus-
pensión de la vigencia y aplicación de los 
preceptos impugnados desde la fecha de 
interposición del recurso –15 de octubre 
de 2010– para las partes del proceso, y 
desde la publicación del correspondiente 
edicto en el «Boletín Oficial del Estado» 
para los terceros.

Madrid, 3 de noviembre de 2010.–La 
Secretaria de Justicia del Pleno, Herminia 
Palencia Guerra.

RECURSO DE INCONSTITUCIONALIDAD 
n.º 7418-2010, en relación con el ar-
tículo 128.1 de la Ley 22/2010, de 20 de 
julio, del Código de Consumo de Cataluña. 
(«BOE» núm. 277 de 16 de noviembre de 
2010.)

El Pleno del Tribunal Constitucional, 
por providencia de 3 de noviembre ac-
tual, ha admitido a trámite el recurso de 
inconstitucionalidad número 7418-2010, 
promovido por el Defensor del Pueblo, 
contra el artículo 128.1 de la Ley 22/2010, 
de 20 de julio, del Código de Consumo 
de Cataluña.

Madrid, 3 de noviembre de 2010.–La 
Secretaria de Justicia del Pleno, Herminia 
Palencia Guerra.

RECURSO DE INCONSTITUCIONALIDAD 
n.º 7454-2010, en relación con diversos 
preceptos de la Ley 20/2010, de 7 de 
julio, del cine de Cataluña. («BOE» núm. 
277 de 16 de noviembre de 2010.)

El Pleno del Tribunal Constitucional, 
por providencia de 3 de noviembre actual, 
ha admitido a trámite el recurso de incons-
titucionalidad número 7454-2010, pro-
movido por más de cincuenta Diputados 
del Grupo Parlamentario Popular en el 
Congreso de los Diputados, contra los ar-
tículos 17.1.a); 18.1, 2 y 3; 19.1.b) y la 
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regulación del régimen sancionador de los 
artículos 50.2.b) y c) 3.b) y c) y 4.b) y c); 
51.2.a) b) y c) y 3 y 52.d) de la Ley 20/2010, 
de 7 de julio, del cine de Cataluña.

Madrid, 3 de noviembre de 2010.–La 
Secretaria de Justicia del Pleno, Herminia 
Palencia Guerra.

RECURSO DE INCONSTITUCIONALIDAD 
n.º 7611-2010, en relación con diversos 
preceptos de la Ley 22/2010, de 20 de 
julio, del Código de Consumo de Cataluña. 
(«BOE» núm. 277 de 16 de noviembre de 
2010.)

El Pleno del Tribunal Constitucional, 
por providencia de 3 de noviembre ac-
tual, ha admitido a trámite el recurso de 
inconstitucionalidad número 7611-2010, 
promovido por más de cincuenta Dipu-
tados del Grupo Parlamentario Popular 
en el Congreso de los Diputados contra 
los artículos 128-1, apartados 1 y 2; 
211-5; 331-3, apartados a) y h); 331-4, 
apartados e) y f); 331-6, apartados h), k) 
y l); 332-2, apartado 1; 332-3, apartado 
1 b); 333-1, apartados 1.a) y b) de Ley 
22/2010, de 20 de julio, del Código de 
Consumo de Cataluña.

Madrid, 3 de noviembre de 2010.–La 
Secretaria de Justicia del Pleno, Herminia 
Palencia Guerra.

CUESTIÓN DE INCONSTITUCIONALIDAD 
n.º 7128-2010, en relación con los ar-
tículos 32.4 y 33.3 de la Ley 2/2003, de 
11 de marzo, de Administración Local de 
la Comunidad de Madrid. («BOE» núm. 
277 de 16 de noviembre de 2010.)

El Pleno del Tribunal Constitucional, 
por providencia de 3 de noviembre ac-
tual, ha acordado admitir a trámite la 
cuestión de inconstitucionalidad número 
7128-2010, planteada por la Sección Se-
gunda de la Sala de lo Contencioso-Ad-

ministrativo del Tribunal Superior de Jus-
ticia de Madrid, en el procedimiento or-
dinario 275/2009, en relación con los 
artículos 32.4 y 33.3 de la Ley 2/2003, de 
11 de marzo, de Administración Local de 
la Comunidad de Madrid, por posible 
vulneración de los artículos 14 y 23.2 de 
la C.E., y, de conformidad con lo dis-
puesto en el artículo 10.1.c) LOTC, en la 
redacción dada por la Ley Orgánica 
6/2007, de 24 de mayo, reservar para sí 
el conocimiento de la presente cuestión.

De conformidad con lo establecido en 
el artículo 37.2 LOTC, en su nueva redac-
ción, quienes sean parte en el procedi-
miento ordinario número 275/2009, po-
drán personarse ante este Tribunal dentro 
de los quince días siguientes a la publica-
ción del presente edicto en el «Boletín 
Oficial del Estado».

Madrid, 3 de noviembre de 2010.–La 
Secretaria de Justicia del Pleno, Herminia 
Palencia Guerra.

TRIBUNAL SUPREMO

Sentencias

SENTENCIA de 28 de septiembre de 
2010, de la Sala Tercera del Tribunal Su-
premo, por la que anula, por no ser con-
formes a derecho, la excepción a la regla 
general de la reserva funcionarial dis-
puesta en Disposición Adicional Tercera 
del citado Real Decreto 1130/2008, de 4 
de julio, para la Dirección General del 
Medio Natural y Política Forestal, la Direc-
ción General de Desarrollo Sostenible del 
Medio Rural, la Dirección General del Agua 
y la Dirección General de Sostenibilidad de 
la Costa y del Mar. («BOE» núm. 277 de 
16 de noviembre de 2010.)

En el recurso contencioso-administra-
tivo número 49/08, interpuesto por la 
Asociación de Ingenieros de Caminos, 
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Canales y Puertos del Estado, represen-
tada por el Procurador don Ramiro Rey-
nolds Martínez, la Sala Tercera (Sección 
Quinta) ha dictado sentencia, en fecha 28 
de septiembre de 2010, que contiene el 
siguiente fallo:

FALLAMOS

1.º  Estimar parcialmente el recurso 
contencioso-administrativo interpuesto 
por la Asociación de Ingenieros de Ca-
minos, Canales y Puertos del Estado 
contra el Real Decreto 1130/2008, de 4 
de julio, que desarrolla la estructura or-
gánica básica del Ministerio de Medio 
Ambiente y Medio Rural y Marino, anu-
lando, por no ser conformes a derecho, 
la excepción a la regla general de la re-
serva funcionarial dispuesta en Disposi-
ción Adicional Tercera del citado Real 
Decreto 1130/2008, de 4 de julio, para la 
Dirección General del Medio Natural y 
Política Forestal, la Dirección General de 
Desarrollo Sostenible del Medio Rural, la 
Dirección General del Agua y la Direc-
ción General de Sostenibilidad de la 
Costa y del Mar.

2.º  Desestimar las restantes preten-
siones de la demanda.

3.º  No hacer especial pronuncia-
miento sobre las costas causadas en este 
proceso.

Así por esta nuestra sentencia, que de-
berá insertarse por el Consejo General 
del Poder Judicial en la publicación ofi-
cial de jurisprudencia de este Tribunal 
Supremo, definitivamente juzgando, lo 
pronunciamos, mandamos y firmamos.

Así por esta nuestra sentencia, lo pro-
nunciamos, mandamos y firmamos.–Ex-
cmos. Sres.: Presidente: Don Mariano de 
Oro-Pulido y López; Magistrados: Don 
Jesús Ernesto Peces Morate; don Rafael 
Fernández Valverde; don Eduardo Calvo 
Rojas; doña María del Pilar Teso Ga-
mella.

SENTENCIA de 30 de septiembre de 
2010, de la Sala Tercera del Tribunal Su-
premo, por la que se establece la siguiente 
doctrina: «El artículo 2 del Real Decreto 
1086/1989 de 28 de agosto, sobre retri-
buciones del profesorado universitario es 
plenamente aplicable a los profesores ti-
tulares de Escuelas Universitarias, aunque 
impartan o hayan impartido docencia en 
los tres primeros cursos de la Enseñanza 
Universitaria o en cursos superiores de la 
misma». («BOE» núm. 277 de 16 de no-
viembre de 2010)

En el recurso de casación en interés de 
la Ley 41/2007, interpuesto por los Servi-
cios Jurídicos de la Universidad Complu-
tense de Madrid, que personifica el Le-
trado don Francisco Javier Valverde Cobo, 
la Sala Tercera (Sección Septima) del Tri-
bunal Supremo ha dictado sentencia, en 
fecha 30 de septiembre de 2010, que 
contiene el siguiente fallo:

FALLAMOS

Estimamos parcialmente el recurso de 
casación en interés de ley 10/41/2007 
interpuesto por los Servicios Jurídicos de 
la Universidad Complutense de Madrid 
que personifica el Letrado don Francisco 
Javier Valverde Cobo, contra sentencia de 
23 de febrero de 2007, dictada por la 
Sección Séptima de la Sala de lo Conten-
cioso-Administrativo del Tribunal Supe-
rior de Justicia de Madrid y respetando la 
situación jurídica particular dimanante 
de la sentencia recurrida, procede fijar la 
siguiente doctrina legal «El artículo 2 del 
Real Decreto 1086/1989 de 28 de agosto, 
sobre retribuciones del profesorado uni-
versitario es plenamente aplicable a los 
profesores titulares de Escuelas Universi-
tarias, aunque impartan o hayan impar-
tido docencia en los tres primeros cursos 
de la Enseñanza Universitaria o en cursos 
superiores de la misma». Sin costas.
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Publíquese la parte dispositiva en el 
«BOE», a los efectos legales proce-
dentes.

Presidente: Excmo. Sr. don José Ma-
nuel Sieira Míguez; Magistrados: Excmo. 
Sr. don Juan José González Rivas; Excmo. 
Sr. don Nicolás Maurandi Guillén; Excmo. 
Sr. don Pablo Lucas Murillo de la Cueva; 
Excmo. Sr. don José Díaz Delgado.

MINISTERIO DE JUSTICIA

Procedimientos administrativos. Ges-
tión informatizada

ORDEN JUS/2871/2010, de 2 de no-
viembre, por la que se determinan los 
requisitos y condiciones para tramitar por 
vía telemática las solicitudes de los certi-
ficados de antecedentes penales. («BOE» 
núm. 271 de 9 de noviembre de 2010.)

La Ley 11/2007, de 22 de junio, de 
Acceso Electrónico a los Servicios Pú-
blicos, reconoce a los ciudadanos el de-
recho a relacionarse con las Administra-
ciones Públicas utilizando medios elec-
trónicos para el ejercicio de los derechos 
previstos en el artículo 35 de la Ley 
30/1992, de 26 de noviembre, de Ré-
gimen Jurídico de las administraciones 
Públicas y del Procedimiento administra-
tivo Común, así como para obtener infor-
maciones, realizar consultas y alega-
ciones, formular solicitudes, manifestar 
consentimiento, entablar pretensiones, 
efectuar pagos, realizar transacciones y 
oponerse a las resoluciones y actos admi-
nistrativos.

Dicho uso de las técnicas y los medios 
electrónicos se efectúa de conformidad 
con los requisitos y garantías establecidos 
en la citada Ley 11/2007, de 22 de junio, 
así como en el Real Decreto 1671/2009, 
de 6 de noviembre, por el que se desa-
rrolla parcialmente dicha Ley. Han de 

tenerse en cuenta, asimismo, las garantías 
y requisitos establecidos en la Ley Orgá-
nica 15/1999, de 13 de diciembre, de 
Protección de Datos de Carácter Personal 
y su normativa de desarrollo, en el Real 
Decreto 4/2010, de 8 de enero, por el 
que se regula el Esquema Nacional de 
Interoperabilidad en el Ámbito de la Ad-
ministración Electrónica y en el Real De-
creto 3/2010, de 8 de enero, por el que 
se regula el Esquema Nacional de Segu-
ridad en el ámbito de la Administración 
Electrónica.

En los últimos años, el Ministerio de 
Justicia, en su ámbito de actuación, ha 
puesto en marcha sistemas de tramitación 
electrónica de diferentes procedimientos. 
Así, en esta línea de actuación, el Real 
Decreto 95/2009, de 6 de febrero, por el 
que se regula el Sistema de Registros Ad-
ministrativos de Apoyo a la Administra-
ción de Justicia, dispone en su artículo 
17.4 que «Los particulares podrán soli-
citar y recibir por correo el certificado 
correspondiente a sus datos personales. 
Mediante Orden del Ministro de Justicia 
se determinarán los requisitos y condi-
ciones para que dichas solicitudes puedan 
tramitarse por vía telemática.».

La presente Orden viene a dar cumpli-
miento al referido mandato del Real De-
creto  95/2009, de 6 de febrero. En la 
elaboración de la misma se ha tenido en 
cuenta tanto lo dispuesto en la Orden 
JUS/3000/2009, de 29 de octubre, por la 
que se crea y regula el Registro Electró-
nico del Ministerio de Justicia y en la 
Orden JUS/485/2010, de 25 de febrero, 
por la que se crea la Sede Electrónica del 
Ministerio de Justicia, así como la expe-
riencia en aplicación de ambas normas, 
desde el punto de vista estrictamente tec-
nológico, todo ello con el objetivo de 
buscar la racionalidad y la sencillez del 
procedimiento y la agilidad de la tramita-
ción electrónica de la solicitud y obten-
ción del certificado de antecedentes pe-
nales por los particulares.
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En su virtud, previo informe de la 
Agencia Española de Protección de 
Datos, dispongo:

Artículo 1.  Objeto y normativa aplica-
ble.

La presente orden tiene por objeto de-
terminar los requisitos y condiciones para 
la tramitación electrónica de las solici-
tudes y la emisión del certificado de an-
tecedentes penales.

A dicho procedimiento le será de apli-
cación lo dispuesto en el Real Decreto 
95/2009, de 6 de febrero, por el que se 
regula el Sistema de registros administra-
tivos de apoyo a la Administración de 
Justicia, en la Orden JUS/3000/2009, de 
29 de octubre, por la que se crea y regula 
el Registro Electrónico del Ministerio de 
Justicia y en la Orden JUS/485/2010, de 
25 de febrero, por la que se crea la Sede 
Electrónica del Ministerio de Justicia.

Artículo 2.  Medidas de seguridad, orga-
nizativas y técnicas.

1.  Las aplicaciones de soporte a la 
tramitación telemática responderán a los 
criterios de seguridad e interoperabilidad 
derivados de la Ley 11/2007, de 22 de 
junio, de Acceso Electrónico de los Ciu-
dadanos a los Servicios Públicos, y del 
Real Decreto 1671/2009, de 6 de no-
viembre, conforme a los Reales Decretos 
4/2010, de 8 de enero, por el que se re-
gula el Esquema Nacional de Interopera-
bilidad en el Ámbito de la Administración 
Electrónica, y 3/2010, de 8 de enero, por 
el que se regula el Esquema Nacional de 
Seguridad en el Ámbito de la Administra-
ción Electrónica.

2.  En todo caso, lo dispuesto en esta 
orden se aplicará según lo previsto en la 
Ley Orgánica 15/1999, de 13 de di-
ciembre, de Protección de Datos de Ca-
rácter Personal y su normativa de desa-
rrollo, junto con las demás normas apli-
cables en la materia.

3.  Los ficheros de datos personales 
que resulten de lo dispuesto en la pre-
sente Orden contarán con un nivel de 
seguridad de grado medio, así como con 
las medidas previstas en el Real Decreto 
95/2009, de 6 de febrero y deberán ins-
cribirse en el Registro General de Protec-
ción de Datos.

Artículo 3.  Requisitos de autenticación 
e identificación.

1.  La solicitud y descarga de certifi-
cados requerirán el uso de alguno de los 
sistemas de identificación y autenticación 
previstos en el artículo 13 de la Ley 
11/2007, de 22 de junio, de Acceso Elec-
trónico de los Ciudadanos a los Servicios 
Públicos así como en la Ley 59/2003, de 
19 de diciembre, de Firma Electrónica. En 
concreto:

a)  La identificación y firma del soli-
citante que inicie los procedimientos re-
querirá el uso de uno de los siguientes 
sistemas:

1.º  Sistemas de firma electrónica in-
corporados al Documento Nacional de 
Identidad, para personas físicas.

2.º  Sistemas de firma electrónica 
avanzada, incluyendo los basados en un 
certificado electrónico reconocido, ad-
mitidos por las Administraciones Pu-
blicas.

b)  La identificación del solicitante 
para la descarga del certificado generado 
requerirá el uso de uno de los sistemas 
anteriores y la aportación de información 
conocida por ambas partes y generada en 
el proceso de alta de la solicitud.

c)  Los certificados de antecedentes 
penales emitidos electrónicamente in-
cluirán un código seguro de verificación 
que permita cotejar su contenido en la 
sede electrónica del Ministerio.

2.  Las aplicaciones de soporte a la 
tramitación telemática estarán accesibles 
a través de la sede electrónica del Minis-
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terio de Justicia, con los requisitos y ga-
rantías establecidos para ésta.

3.  Los justificantes de presentación 
de las solicitudes harán uso del sello elec-
trónico del Registro Electrónico del Mi-
nisterio de Justicia.

Artículo 4.  Validación de identidad, 
pago de tasa y apunte en el Registro 
Electrónico del Ministerio de Justicia.

El sistema de soporte a la presentación 
de solicitudes validará, previo consenti-
miento expreso del solicitante, la iden-
tidad del mismo y de los datos de iden-
tidad consignados mediante el uso del 
Sistema de Verificación de Datos de Iden-
tidad y Datos de Residencia del Minis-
terio de Presidencia. A continuación, 
gestionará el pago telemático de la tasa 
asociada, la remisión telemática a la 
unidad responsable de la tramitación y el 
apunte del asiento en el Registro Electró-
nico del Ministerio de Justicia.

La tasa por emisión del certificado de 
antecedentes penales se abonará de 
forma telemática e integrada en el pro-
ceso de solicitud a través de la pasarela 
de pagos de la Agencia Estatal de Admi-
nistración Tributaria, según se establece 
en la Resolución de 10 de enero de 2008, 
de la Subsecretaria de Justicia, por la que 
se establece la aplicación del procedi-
miento para la presentación de la autoli-
quidación y las condiciones para el pago 
por vía telemática de las tasas administra-
tivas del Ministerio de Justicia.

Artículo 5.  Procedimiento para la trami-
tación telemática de los certificados de 
antecedentes penales.

1.  El procedimiento, sometido al cri-
terio de celeridad, se impulsará de oficio 
en todos sus trámites. Se inicia con la 
presentación de la solicitud en el Registro 
Electrónico del Ministerio de Justicia, a 
través de la sede electrónica del Minis-
terio de Justicia, la cual contendrá todos 
los datos obligatorios establecidos en el 

formulario disponible en la sede electró-
nica, así como la firma digital del solici-
tante. El solicitante será el titular intere-
sado de los datos y deberá acreditar elec-
trónicamente su identidad conforme a los 
requisitos técnicos establecidos en el ar-
tículo 3 de esta orden ministerial.

2.  El solicitante recibirá un resguardo 
acreditativo de la presentación de la soli-
citud, en el que constará la fecha de pre-
sentación de la solicitud, de conformidad 
con lo establecido en la Orden 
JUS/3000/2009, de 29 de octubre, por la 
que se crea y regula el Registro Electró-
nico del Ministerio de Justicia.

3.  Si la solicitud no reúne los requi-
sitos exigidos en el apartado 1, se reque-
rirá al interesado para que, en un plazo 
de diez días, subsane la falta o acompañe 
los documentos preceptivos, con indica-
ción de que si así no lo hiciera se le 
tendrá por desistido de su petición, previa 
resolución que deberá ser dictada en los 
términos previstos en el apartado 5.

4.  Los ciudadanos podrán ejercitar 
su derecho a conocer el estado de la tra-
mitación del procedimiento telemático 
de solicitud y obtención del certificado 
de antecedentes penales en cualquier 
momento.

5.  Pondrán fin al procedimiento la 
emisión del certificado de antecedentes 
penales, el desistimiento, la declaración 
de caducidad y la imposibilidad material 
de continuar el mismo por causas justifi-
cadas. La resolución deberá ser motivada. 
Cuando se produzca una paralización 
por causa imputable al solicitante, el ór-
gano competente le advertirá que, trans-
curridos tres meses, se producirá la cadu-
cidad del mismo, acordándose el archivo 
de las actuaciones y su notificación.

6.  Emitido el certificado correspon-
diente se comunicará a la dirección de 
correo electrónico facilitada por el inte-
resado la disponibilidad del mismo para 
que pueda proceder a su descarga a través 
de la sede electrónica del Ministerio de 

Boletín núm. 2122–Pág. 10



–  3071  –

Justicia, previa acreditación de su iden-
tidad conforme a lo establecido en el ar-
tículo 3 de esta orden ministerial y apor-
tación del identificador que figure en el 
resguardo acreditativo de la presentación 
de la solicitud.

Disposición final única.  Entrada en vi-
gor.

Esta orden entrará en vigor el día si-
guiente al de su publicación en el Boletín 
Oficial del Estado.

Madrid, 2 de noviembre de 2010.–El 
Ministro de Justicia, Francisco Caamaño 
Domínguez.

MINISTERIO DE TRABAJO E INMIGRACIÓN

Seguridad Social

RESOLUCIÓN de 5 de noviembre de 2010, 
de la Dirección General de Ordenación de 
la Seguridad Social, por la que se dictan 
instrucciones a las mutuas de accidentes de 
trabajo y enfermedades profesionales de la 
Seguridad Social en relación con la aplica-
ción del artículo 32 de la Ley 31/1995, de 
8 de noviembre, de Prevención de Riesgos 
Laborales, en la redacción dada por la dis-
posición final sexta de la Ley 32/2010, de 
5 agosto. (Publicada en el «BOE» núm. 269 
de 6 de noviembre de 2010)
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